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l,icenciada
DORA V. DE BARTOLI
Gobemadora Encargada
de la Provincia dc Chitiqui

Señora Gobernado¡a:

Con agrado le brindamos nuestra opinión jurídica en forr'o a sn Consulta

Admínístral¡va, identificada como Oficio No. DL- 102'97, la cual recibinos el día

trcs (3) de rnarzo de mil novecientos noventa y siete (1997)

Este dictamen dice rclación con cstas dos preguntas:

"Pdmoto; ¿Pucde un Coregidor dccreta¡ un

allanamiento en caso dc tencr infbnnación que en una

casa o local se esté vcndicndo droga u otra sustancia

nociva?

Segundo: ¿En caso de un allanamiento en cl

cual no se oncuontre nada, cxistc alguna responsabilidad

penal o civil Para el Coüegidor?"

Es dc notar quc, si bien son dos las cuestiolles interrogadas, por su directa

rclación, nos permitimos contestarlas por vía de un mismo examen jurídico.

.1.- Opinión de la Asesoría Legal de la Gobcrnación.

De la lectu¡a dcl criterio legal de la Cobernación, se puedc colegt lo
siguiente: habida cuenta de que, el artículo 1673 del Código Administrativo pemite

a los funcionarios ¡le policía adoptar las medidas tendientcs a tomar y comprobar cl

cuerpo dcl delito, y que, los funcionarios de policia deben colaborar con las

autoridadcs del orden .judicial, según prcceptúa el artículo 1672 del



prementado Código Administrativo; ellos cst¡in senéricamcnte facultados a practicar

ia dilieencia de allananicnto. aún sin orclcn judicial, o solicitud de los funcionarios

del "Ministerio Público"

Espccíficamcnte sobre esto se dice:

"De la lectura de los ar1ículos antcriorcs se enticnde quc

los funcionarios dc policía tienen la facultad para realizar

la diligencia de allanamicnto y registro contenido (sic) en

el Código Judicial on los articulos 2185 al 2000"'

B.- NUESTRA OPINIÓN.

Son ya más de cuatro los dictámenes que hemos hecho sobre esta nlsma

materia, mátivo por el crnl nos permitimos compendiar 1alcs pronunciatnientos'

adoptando los siguienlcs apartes y sub- apalles'

l.- El allanflmiento, por deñnición, es una diligcncia de tipo judicial'

2.- Lns autoridades de policía, por reglfl gener¡I, no están facultadas para

ordenar o practicar por si mismas, este tipo de actos judiciales'

3.- Solamcnte ante hechos sobrevenidos por situaciones eventuales' las

autoridades de policía pueden practicar la diligencia de allanamiento'

Con la finalidad de ser Io más claros posible, estudiaremos sada uno da estos

supuestos separadamente, de la siguiente fomra:

1.- Naturaleza juridica del allanamiento de morada

Por medio dcl dictamen nútnero ciento ooho, de veinticinco de mayo de mil

novecientos ltoventa y tras, esta Procuraduria tuvo a bien plantear este tema'

afirman¡lo que: "lo cierto es que el allanamiento aonstituyc una diligencia de tipo

judicial quc debe realizarse en atcnción a las formalidadcs quc para tal efecto'

prescribe la Ley Judicial."

En este sentido, partimos de la contundencia clel 1ex1o constitucional el cual

afirma que el domicilió es inviolable. Específicamente el artículo 26 de la Carta

Politica dice:



"Artículo 26.- Ill dornicilio o residcncia son inviolables'

Nadie puede entrar en ellos sin el consontimicnto de su

dueño, a no ser por mandato escrito de autoridad

compctente y para fines específicos' o para socorrer a

víctimas de c¡imenes o desastres

Los se¡,,ido¡es públicos de trabajo, de seguridad

sooial y de sanidad pucden practioar, prevra

idcntitioación, visitas dor¡icilieuias o de inspección, a los

sitios dc trabajo con el lin de velar por ol cumplimiento

dc las I-cyes sociales y cle salud pirblica"'

El rcspeto al donicilio está garantizado' además, por las disposiciones del

Código l'enáI, que rcprimc su violación. En estc scnlido, son consultables los

artículos ló3, 164 y 165 de este cuerpo lagal punitivo'

'l anto dc la Notma Fundamental como dcl Código Penal se desprendc que la

condición para que se pueda legitimar la invasión al dornicilio de una persona' es

que la lcy y sus iitualiáades lo permitan. O sea, en esta materia garantista hay q44

ver¡:ladera reserva de lev. Es decir, si no es por gxprcso mandato de ley' ninguna

iut,r.l¿n¿ fu*¿" nbrogarse la aompetencia para realizar csta diligencia

Y es que, el término "autoridades competontos" evidcncia la garantía a favor

clcl ciuclaclanir de no ser incomodado en su "reino particttlar". Estc reino co'rprende

tanto los lugares de pcrmanencia habitual como accidental donde el hombre

constituyc ciicunstancialmente el ámbito fisico ile sus iutitnidades

Otros elcl]-Ientos que corroboran gste acoÍo, son los quo dicen relaoión con la

prohibición contenida e; el afículo 1099 de! Código Adtninistrativo' en donde se

dlca:

"Artículo 1099. Las autoridadcs de Policía no

podrán allanar las habitaciones o edificios particularcs si

no por moti tos legales y conforme al procedimiento

que establece cste Código en el lugar correspondiente"

La normajurídica contenida en este artículo 1099 del Código Administrativo'

colno sc ve 
"onll"uu 

unu prohibición genclal para las autoridades de policía



consistente cn que sólo puede efectua$e el allanamiento, si se cumplen

losprocedimientoscontenidosenelesecuerpolegalSinembargo'esteCódigono
coniiene el procedimiento para que los Jefes de Policía puedan allanar' \lQ es sino

en cl Código Judicial donde se perfila tal normativa procedimental'

l],s más, en cl Código Administrativo solo se cncuentran algunas escasas

normas referentes a esta diligencia. Tenemos, por ejeinplo, lo nonnado cl adículo

1728, cn donde se dice:

"An¡culo lT28 Rcspccto de nolificacioncs'

traslados. avalúos, reconocimientos, regtstros'

allanamienlos. impeditnentos y recusaciones' s3

procederá conforme con las disposiciones del Código

Judiciat". (El destaque y subrayado es nuestro)'

Esta disposición , como observamos, se refiere al allanamiento colllo una

medidajudiciai Es, además, mucha verdad que las autoridadcs del orden policivo' a

niu.i t"uni"ipuf, tienen po. mandato del artículo 231 de la Carta Fundamental' la

obligación de "'cumplir y hacer cumplir"' las resoluciones de los tribunales dc la

justicia ordinaria y administrativa",

En relación a si el Código Judicial' por sor norrna de dirccta remisión lcgal'

pennite que los corregido¡es ordenen allanamientos' podemos dccir'

concluyenlcmente que, ello no es posible

Dfectivamente, si leemos con detenimiento los artículos 562 y 2185 del

Código Judicial, vemos que esta facultad en cabeza de los corrcgidores no cstá

contenplada. (Ver estos artículos).

Ahora bien, ello no significa que no lo puedan haccr por medio de la llamada

aompetencia rlclegada, es decir, cuando los comisionc un juez o un funcionario del

"Ministerio Público"

El allanamiento, reiteranos, es una medida de tipo judicial' de esto da cuenta'

ademásladoctrina.Sob¡eestafuentedederecho,citemosalmaestroGlJlLLERMo
CABALLAS DE TORRES, cuando dice que esta figura consiste en: penetrar' con

poder de nutoridad judicial, en un domicilio o local privado' para realizar en él

ciertas diligcncias, cotrto detoncion€s, rcgistros, etc " (Diccionario Jurídico

Elemental, 5"a edición. Editorial Heleiasta,s:R:L , Buenos Aires ' 
n 1982 'p'2ll)'



Por otro lado, la jurisprudencia de la Sala Tcrcera de la Corte Suprema de

Justicia, tione dicho en sentcncia de dieciocho dc junio de mil novecientos novonta

y dos, lo siguiente:

-... la diligencia dc allanalnienlo const¡lulc una enlrad¡r

!9ggl de las auto¡idades a inmuebles, habitacianes'

oficinas. establecimienlos, naves' o acronavcs

Darticulares. aun cuando dicha entrada se perpetre en

oontra de la voluntacl de los dueños u (sia) habitantes del

lugar, con el objcto de realizar algula citación'

notificación, inspección judicial, secuestro' avaluo'

examen de peritos o cualquier otra diligencia iudigial'

tal como lo rcgula el afiículo 562 del Código Judicial"'

(Subrayamos Y destacamos)'

Una consecuencia de Io antedicho' cs la de que solamcntc los poderes

públicos de la esfera penal, civil elc, pueden realizar diligencias.quc
'in*iu"i"n la parcial deiogación dc los derechos y garantías subjetivas de los

administrados.

Noobstanteestalimitación'sola¡nente,deibrmacxcepcional,lasautoridades
públicas dcl orden administrativo, pueden validamente realizar actos de indagación

de la verdad juridico-Penal.

esto lo tencmos cn el afiículo 874 del Código

"Artículo 8?4. Los Jefes de Policia' sus agentcs'

por orden dc cllos, están autorizados pala allanar los

prcclios rusticos qu(] no estén acotados con carcas

adecuadas a su objeto' y con pucrtas debidamcntc

cerradas, siD previo petlniso del dueño o tenedor del

predio, siemprc que fuere necesario para la cjecución de

alguna providencia de Policía de carácter permanente "

De esta disposición se colige quc: los predios' para poder ser allanados' deben

ser rústicos; qu" ii"ho, predios no estén aiotados con cercas' es decir' que estén

abicftos; y quc, ello sea inprescinrlible para la ejecución de una providencia de

policÍa.

Un bucn ejemPlo de

Administrativo. Veamos :



Ante estos condicionamientos, se deja ver que no son referidos' a los

supuestos de hecho delaConsulta Adüinislr'a''v4' motivo por el cual' nos limitamos

a ácjar planteado que, esta norma de excepción, al no decir relación c-or' l^ consulta

no [u",i" r", utilizada para oponerse a la regla general, de que los funcionarios de

policía no deben all¿tnar los predios pafirculares'

3.- Solamelte (}n casos excepcionales, las autoridades del orden policivo

pueden penetrar el la morada fija y permanente de los administrados'

De la No¡mativa constitucional se desprenden, las condiciones

excepcionales, por mcdio de las cuales, los funcionarios de la administración' de

caráoter policivo, pueden penetrar en el domicilio de alguien En este scntido se

dcsprcnden las siguienles circunstancias:

l.- Que la autoridad de policía, previamente, solicite el consentimienlo dcl

dueño o morador y éste lo otorgue' o sea' quc el dueño le permita al funciolario

entrar y revisar su dor¡icilio. En estos casos, no habría polqué censurar tal acto

adminiitrativo. Pero, claro está, esta voluntad del dueño debe ser expresa o aun

tácita, sicmpre que sc pueda probar ésta, esto es que cuando el dueño no se oponc a

i"i J ig*"L, "l 
fun"ionurio deberá procurar mediante testigos o con la propia

confcsón del dueño acreditan esta expresión tácita de voluntad'

2.- Que se Íate de una situación que de suyo obliga a actuar rápidamente y

sin rna¡ores declaracioncs fbrlnales

Esta excepción se produce cuando las autoridades del poder admiDislrativo

vcan o sepan qué cl orden público interno csta siendo altemdo' al punto de verse

af'cctada la seguridad ciudadána, la tranquilidad o la moralidad pública; o en los caso

de flagrancia en la ejccución de un delito

Es evidente que, ante la consumación flaglante de un acto delictivo' es apenas

lógico que las autoiidades, cualquiera que sea su rango o.jerarquía funcional' están

eri la óbligación de perseguir c irtentar la captu¡a del sujeto hallado en tal

circunstancia delictual Así pucs, ante el supuesto dc quc un funcionario sc encuenlre

ante Ia eje"ución actual o cn el lnomento mismo de un delito' o apenas terminada su

cjecución, y que haya podido huir su actor, refugiándose en una casa veclna ; es

pi"^á-""L' 
"áll¿" 

que ese funcionario adopte la medida de. adentrarse a ese lugar

para detener a ese su¡"to qu", ante los ojos de muchos y públicamente' contraYlno el

orden lesal.



Esto opera así, ya quc' 9n nuesho ordenamiento' los f'uncionarios y aun más'

1,,, "";;;d";;r; 
i;ná tu outlgu"ion de dctcner al delincuente sorprcndido "iz

i;;;;;ii "on "t 
ouj",o rle eniregarlo ürmcdiatamente al iuez o 1üncionario dc

instrucción corrssPondiente.

Iln otro giro, y ya en el caso de la alteración del orden público' se sabe qut'

foii fun"¡n.t 
"ñt"i¿ut 

pot este tipo cspecial de ernplearios. publicos' son atlibuidas

""ru 
ou" af dercclro I la, lihcrtrdes ciudadanas declarachs por el ordctlamienlo

i"ri¿i""-""¡*" vc.,lad"ra eticflcia Po¡ lo tanto' la aotividad de policia no es una

ñil;;;it* tlesligada dcl ejercicio de los derechos de los administrados; es

sll;il,';; scctor"deteu¡inaáo de la activi¡lad de la Administración Pública'

tendiente específicamente al mantenimiento del orden público En este sentldo' es

"u^ ""i*fá"i 
¿e la autoricta¿ administrativa, que cae an el terreno de la aclividad

iniario, qu" impone coactivamente a la libefiad natufal de las personas y a la

orooiedad del ciúdadano, las rcstricciones necesarias para lograr el mantcnimicnto

iel clerecho, la seguridad y del orden público

En otros ténninos, ante la gmvc altctación del ordcn público' por causa de

una vía de hecho, es dable aceptar 
-y 

exigir quc las autoridades adopten las nedidas

i"ndi"nt", u ,"rtubl"ce. o reponer eiorden y estado de paz alterado por csas situación

¿""i""i". p"t" 
""u 

situación de facto debe tencr la aaraatclística intdnscca de surgrr

do súbito o insospcchad nelltc

Efectivamcnte, sólo cuando un hecho liene la característica de haber sido

irpr"uirio o insospechado, y que deteriora la paz y tranquiliclad social' cabe pensar

en la labor clilccta y oporttula qe las autoridades de policía En cstos casos cllas'

cleben adoptar las medidas necesarias pala rosponder' incluso p.or.la lUcrza' a t:ste

estado repentino cle cosas, o sea, el ejercicio del podcr de policía qüe alterc las

g"tr"ti"'d" la inviolabilidad del domicilio, solamcnte cs concebible ante una

grave situación de hecho.

Asi pues, "A CONTI{ARIS" si esos hechos "inopinaclos" o "repcntinos" en

alsuna forma han podido ser previstos y denunciaclos' ante las "autoridades

;;;;;"",.t:', por las autoridu,lei dc policia' no cabc opcrar algún.lip. de acto tlc

;ii;;;;;,;. -i"" hasta quc sean las autoridades del ordcn iurisdicr:ionrl las que lo

ordenen. De no poller en colroourliento a las autoridades correspondientes' si se

il".*" 
"i 

,"rnp" necesario para hacerlo, se cslaria incurtiendo ": "tg"Tt 
p::191":

"unátt"i^ 
p"nof".,,ales oomo ¡buso de aütoridad' extralimitación de funciones a

la viol¿ción de morada.



Esto quicle decir que si una autoridad administraliva, por motivos litiles y

ante actos toialurente predeciblos o no rcpentinos, hacc uso de la medida conooida

como "el allana¡nicnto" está traspasando las lionteras de lo logal para provocar una

forma de extratimitación de funciones y abuso de autoridad, hechos estos que

dcsacreditan las l'uerza del ordcn y al gobierno misuro

Por esla grave mancha e irreparablcs daños que pudieran acarear estos actos

dc abuso dcl poder, le recomendamos a la hoy día Gobernadora de Chiriqui que'

preste mucha atcnción a la forma del escogimicnto de los stÚotos que desetnpeñaron

csta vital f'unción pública. Y oon rclaciírn a los actuales, que se le brindc una

oportuna y adecuada capacitación. En relaqión a esto' llos proponemos u otieccmos

para colaborar con su digno dcspacho.

Es más, cn auanto a la capacitación del personal que ejerce lirnciones

públicas, dentro del poder de policía, como lo conegidores y alcaldes, nos hemos

podido percatar que 9s muy común que sc pfcsuma quc estos-funcionanos saben

suficienienentc ouál es la naluraleza y linitos de csas funoiones Empcro'

igualmente hemos visto que sino en gran núnero, si en algunas ocaslones estos

i,"nportantcs fhncionarios dcsconoccn a ciencia y conciencia, cuál es el limite del

despliegue dc ll fuerza en los cltsos de su cotnpet€nc¡a'

Esta rellexión baste para reiteratle nuestra preocupaoión de poder colaborar

oon su Despacho.

Lic. .fosé Juan Ccballos Hiio
Procurador de la Administr¡ci(in
(Suplentc)

Con la pretensión dc haber podi<lo dcspcjar sus dudas' quedamos de usted'

atgntamentc.

JJCH/15/au




